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Laborde, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Delgado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


——— Antes de recibir a nuestros invitados, me gustaría tratar algunos temas previos. 


En primer lugar, queremos decir que obtuvimos respuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a 
raíz de la solicitud que recibiéramos en Paysandú, por parte de la empresa AZUCARLITO y de la Unión de 
Exportadores de Paysandú, vinculada a que ese departamento -no solo la ciudad de Bella Unión- también 
utilice parte de los recursos del Fondo de Reconversión del Sector Azucarero. En estos días nos llegó una 


carta del señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Agazzi, en la que 
manifiesta que se está instrumentando un nuevo fondo de reconversión del sector azucarero, ya que el vigente 
caduca en el mes de agosto. Señala que el objetivo fundamental es la promoción del cultivo de la caña de 
azúcar, por lo que, a juicio de esa Cartera, no se prevé la posibilidad de destinar fondos para el departamento 
de Paysandú. En nombre de la Comisión, pues, trasladaría esta respuesta a la empresa AZUCARLITO y a la 
Unión de Exportadores de Paysandú. 


Como los señores Diputados saben, hoy concurrí como Presidente de la Comisión a entrevistarme con la 
señora Presidenta de la Cámara de Representantes para plantearle un tema institucional, sobre el cual hemos 
estado conversando en el seno de esta Comisión. Me estoy refiriendo a la necesidad de incorporar a partir de 
la fecha como competencia de esta Comisión de Industria, Energía y Minería los asuntos vinculados a las 
telecomunicaciones, dado que, a partir de un decreto que tiene un mes de aprobación, esos temas dejan de 
pertenecer a la órbita del Ministerio de Defensa Nacional y pasan al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. Le trasmitimos esta inquietud en el entendido de que las Comisiones el Parlamento son un espejo de 
los Ministerios del Poder Ejecutivo. La señora Presidenta de la Cámara estuvo de acuerdo y habló en mi 
presencia con el Presidente de la Comisión de Defensa Nacional, quien a partir de mañana comenzará a 
instrumentar el traspaso de los materiales, proyectos desarchivados o temas pendientes a estudio sobre esta 
materia de las telecomunicaciones. En el día de ayer la Comisión de Defensa Nacional aprobó una norma 
vinculada a la posibilidad de establecer la negación de algunos permisos para otorgar frecuencias de 
radiodifusión en períodos electorales. Este proyecto fue aprobado por la unanimidad de esa Comisión y será 
enviado al plenario por la Comisión de Defensa Nacional. A partir de este proyecto, los asuntos a estudio de 
esa Comisión, entonces, pasarán a ser considerados por nuestra Comisión. 


Mientras esto se procesa, como primera medida de esta nueva era quiero proponer que se incorpore en el 
cronograma de visitas a esta Comisión a la directiva de ANDEBU. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En nuestra condición de delegado de sector queremos proponer a esta 
Comisión, en nombre del Herrerismo -más allá de que una vez aceptado por el conjunto de la 
Comisión deja de ser nuestro-, que se invite al Directorio de UTE -no pretendemos la prelación de 
asuntos agendados- a los efectos de analizar la estructura tarifaria de la empresa energética, a la luz de 
la nueva realidad que el país, por suerte -en función de que ha pasado el momento de mayor zozobra-, 
vive en la actualidad. 


Todos recordarán que el pasado 1” de abril -analizamos el tema en el ámbito de esta Comisión e inclusive en 
aquella oportunidad, como recordarán el señor Presidente y los compañeros, este fue motivo de análisis en el 
ámbito de las Comisiones de Industria de ambas Cámaras- la UTE decretó un incremento en los precios al 
consumo del orden del 8% para la tarifa general y del 15% para la tarifa de grandes consumidores. En aquel 
momento el argumento principal para decretar ese aumento se basó en la situación de notoria insuficiencia 
energética que vivía el país, producto de la crisis regional que se vivía, la situación de sequía que padecía y 
que determinó una caída abrupta en los niveles de generación hidroeléctrica, como fue público y notorio. 


Ahora que esa situación ha cambiado, según lo ha reconocido el Gobierno, el Ministerio de Industria, Energía 
y Minería -en su condición de titular de la política energética- y la propia UTE -hemos escuchado 
declaraciones en ese sentido de los jerarcas de esa empresa energética-, en función de que el Gobierno ha 
dejado sin efecto las medidas de ahorro energético implementadas ante la emergencia energética y en función 
de otra serie de factores que estarían indicando un escenario mucho más favorable para el país -creo que es 
algo que debemos celebrar-, nos parece prudente y oportuno intercambiar ideas con el Directorio de UTE. 
Reitero que sería oportuno intercambiar ideas con relación a este tema y analizar, eventualmente -yo no estoy 
partiendo de ninguna premisa ni base prestablecida-, el margen de posibilidades en cuanto a que esta mejora 
de la condición energética pueda trasladarse a los consumidores y a los usuarios en términos de poder 
decretar una rebaja tarifaria, en todo o en parte con relación a aquella que se decretó el 1* de abril. 


Hemos estado recabando alguna información según la cual otros factores están jugando favorablemente en el 
sentido que decimos. No sólo incide el hecho de haberse despejado la situación de precariedad que se había 
vivido, porque otros elementos estarían aliviando en lo financiero a esta empresa pública. En el mismo 
período, coincidentemente, se produjo una depreciación significativa del dólar, de más del 10%, que si bien a 
los sectores exportadores le genera algunas dificultades, es evidente que para las empresas del Estado, que 


tienen buena parte de sus insumos medidos en dólares -en el caso de UTE el porcentaje alcanza a un 30%, 
representa un alivio desde el punto de vista de los costos. 


Sabemos que se ha cerrado el balance del año 2004, que indica ganancias para el año 2005 de más de 

US$ 70:000.000. Por allí hay un colchón -si se me permite el término vulgar- importante desde el punto de 
vista del resultado económico de la empresa. Es notorio además que UTE, a partir de la situación de 
insuficiencia que vivía entonces, ha ingresado en una expansión, porque no solo no tiene más dificultades 
para abastecer al país desde el punto de vista de la energía eléctrica sino que está exportando energía a la 
región. Por supuesto que eso es una buena noticia. 


En función de todos estos elementos es que planteamos esta propuesta que nos permitirá tener una instancia 
de diálogo con los jerarcas de esta empresa pública a los efectos de analizar esta situación en general. 
Concretamente les vamos a preguntar si es posible avanzar en términos de una disminución de las tarifas de 
esta empresa, teniendo en cuenta que cuando UTE decretó este aumento el 1” de abril lo hizo con la 
perspectiva del resto del año, previendo los mayores costos que se le generaban por la sustitución de la fuente 
de energía en aquel momento, no solo para este tramo que ya transcurrió sino para el resto del año 2005. En 
la medida en que el riesgo energético pasó, se supone que las previsiones podrían quedar sin efecto. 


Yo lo planteo todo en condicional, porque me parece imprudente sacar conclusiones antes de oír a quienes 
están administrando estos asuntos y manejan información privilegiada: el Directorio de UTE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado tuvo la gentileza de avisarnos que haría este 
planteamiento en la Comisión en el día de hoy. Dada la profundidad con que abordó la temática, 
podríamos tener la iniciativa de remitir la versión taquigráfica cuando invitemos al Directorio de UTE. 
Compartimos su inquietud y su propuesta y, si ese es el ánimo de la Comisión, estamos dispuestos a 
coordinar su concurrencia, que se suma a las delegaciones del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, del LATU y de la Cámara de la Industria. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Estamos de acuerdo con el señor Diputado Pablo Abdala, tal como hace 
su planteo, en condicional, y con prudencia necesaria para no generar una expectativa sobre resultados 
que no conocemos a priori. Entre las condiciones que señalaba el señor Diputado Pablo Abdala -con las 
cuales coincidimos- hay una que no menciona: en los últimos meses anteriores a abril y prácticamente 
durante 2004 no se habían ajustado las tarifas. Tal vez sea simplemente una presunción, pero podría 
imaginar que fue por razones electorales; seguramente no, porque conocemos la responsabilidad del 
Gobierno anterior. En ese marco, hay costos que debieron asumirse el 1” de abril. 


Estoy totalmente de acuerdo con que venga el Directorio de UTE sin generar la expectativa de que se logrará 
una rebaja de las tarifas. ¡Ojalá sucediera! Todos queremos dar buenas noticias a la población, pero debemos 
manejarnos con la misma responsabilidad con que el señor Diputado lo planteaba. 


SEÑOR CUSANO.- En principio pensé que este tema podía ser enrabado en la visita de las 
autoridades del Ministerio de Industria, Energía y Minería pero, dados los temas que se habrán de 
considerar en esa oportunidad, es preferible tratarlo con el Directorio de UTE. 


(Ingresa a Sala la delegación de la URSEA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía y Minería da la bienvenida a la 
delegación de la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua, integrada por la doctora Cristina 
Vázquez y la ingeniera Esther Yáñez -Comisión Directiva- y por los técnicos, ingeniero Mario Botto y 
doctor Marcelo Laborde. 


Nos gustaría intercambiar impresiones sobre algunas inquietudes que hemos recibido en esta Comisión y 
sobre las líneas de trabajo que tenemos en común, en particular en lo que tiene que ver con la energía. 


En primer lugar, dado que han aparecido algunas versiones de prensa, queremos saber cuál es la situación 
actual de la URSEA, cómo está conformada y cómo está funcionando, para luego abordar los temas 
planteados en la invitación cursada. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- En este momento la URSEA tiene su comisión directiva integrada por dos 
Directores, la ingeniera Esther Yáñez y quien habla. Está pendiente la designación del tercer integrante 
de la comisión directiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La URSEA tiene una composición, en función de varios grupos de interés. Me 


gustaría saber a quién están representando cada uno de los Directores actualmente y el miembro que 
falta. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- No, en realidad no es así. La URSEA está regulada por una Comisión 
Directiva, que es nombrada por el Poder Ejecutivo en Consejo. 


El artículo 4? de la Ley N* 17.598 del 13 de diciembre de 2002 dice lo siguiente: "La Unidad Reguladora de 
Servicios de Energía y Agua (URSEA) estará dirigida por una Comisión integrada por tres miembros 
designados por el Presidente de la República actuando en Consejo de Ministros, entre personas que, por sus 
antecedentes personales, profesionales y conocimiento en la materia, aseguren independencia de criterio, 
eficiencia, objetividad e imparcialidad en su desempeño". 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El integrante que está faltando es uno de los tres miembros designados por 
el Poder Ejecutivo? 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Así es. El nombramiento del tercer integrante está pendiente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En este caso el Presidente? 
SEÑORA VÁZQUEZ.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desde cuándo está vacante la Presidencia de la URSEA? 


SEÑORA VÁZQUEZ.- El economista Carlos Costa presentó renuncia al cargo el 2 de mayo y fue 
aceptada el 19 de mayo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quisiera saber si han tenido alguna novedad con relación a la 
duración de los mandatos. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- El mismo artículo 4” dice: "Durarán seis años en el ejercicio de sus cargos, 
pudiendo ser designados nuevamente". Y pueden ser cesados con resolución fundada. 


SEÑOR CUSANO.- El 3 de mayo de 2005 contamos con la presencia del Centro de Recargadores de 
Supergás que estaba muy preocupado por la entrada en vigencia de una nueva reglamentación que, a 
su juicio, no les permitiría sobrevivir. Durante dos años, la entrada en vigencia de esa nueva 
reglamentación estuvo en un período de aplazamiento. Antes la Intendencia y los Bomberos eran los 
encargados de regularla. 


También hubo un atraso muy grande en cuanto al recambio de las microgarrafas, que se lo achacaban a 
ANCAP por no haber reutilizado los fondos necesarios para esa renovación. Yo sé que la URSEA trabajó en 
reuniones mensuales con el Centro de Recargadores de Supergás, y queríamos saber en qué situación se 
encuentra esa nueva reglamentación, si ya se está implantando y, en definitiva, cuántos de esos pequeños 
recargadores van a quedar por el camino, porque ellos decían que era un costo que no podían asumir. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Previo al dictado de esta reglamentación -dejo información escrita al respecto- 
hubo un plazo de consulta pública entre el 10 y el 25 de junio de 2003. Esta consulta se publicó en 
periódicos de circulación nacional y comunicaciones individualizadas a prestadores, órganos 
certificadores, al propio Congreso de Intendentes, etcétera. En ese plazo se presentaron cincuenta y 
ocho contribuciones, o sea opiniones sobre el proyecto, entre las cuales se encontraba la del Centro de 


Recargadores de Supergás, la de algunos de los prestadores como, por ejemplo, MEGAL, la de la 
Intendencia Municipal de Montevideo, la de La Liga de Defensa del Consumidor y la de UNTT. 


Entre el 26 de junio y el 18 de setiembre de 2003 se abrió un período de análisis de las contribuciones. El 19 
de setiembre de 2003 se publicó el análisis de las respuestas a las contribuciones. El Reglamento se dictó el 6 
de enero de 2004 y se publicó el 25 de enero del mismo año en el Diario Oficial. No hubo ninguna 
impugnación, ningún recurso con respecto al reglamento dictado por lo cual es un acto firme. 


La fecha de entrada en vigencia, a los noventa días de la publicación, se autorizaba, provisoriamente, por 
ocho meses a quienes ya venían prestando las actividades y luego hubo prórrogas hasta el 27 de junio pasado. 


Con respecto al tema que plantean los recargadores, que es el de carga por sistema de gravedad, se sigue 
permitiendo hasta el próximo 31 de octubre. 


En lo que tiene que ver con esta reglamentación, me gustaría comentar que por la ley de creación de la 
URSEA nosotros tenemos la competencia de proteger los derechos de usuarios y consumidores. Ese es el 
cometido principal de la URSEA. Este es el cometido principal de todo órgano regulador; en el caso de la 
URSEA es de los usuarios de servicios de energía y agua. En esa misma ley se comete a la URSEA -creo que 
esto es relevante con respecto a este reglamento- formular regulaciones en materia de calidad y seguridad de 
productos y servicios, así como de materiales, instalaciones y dispositivos a utilizar, y fijar las condiciones 
mínimas para la autorización de la prestación con seguridad de actividades del sector. 


Además de lo que la ley nos encomienda existe el Decreto 144/003 en el cual el Poder Ejecutivo, 
específicamente, nos ordena dictar la reglamentación en un plazo acotado de noventa días. O sea que tenemos 
la competencia por ley y después un mandato directo del Poder Ejecutivo para dictar esa reglamentación. 
Entonces ¿qué podíamos hacer? Primero, teníamos que dictar la reglamentación, por nuestra competencia 
legal y por nuestra competencia en virtud de ese mandato específico del Poder Ejecutivo ya que las 
competencias orgánicas son poderes-deberes; no podíamos eludir dictar ese reglamento. Dado que teníamos 
que dictar el reglamento ¿qué normas de seguridad podíamos tomar? Tratamos de tomar como base la 
normativa de seguridad de la Intendencia Municipal de Montevideo, para que no hubiera un problema de 
doble reglamentación. Pero no podemos olvidar que la competencia del gobierno departamental se limita, 
fundamentalmente, a lo que tiene que ver con la seguridad de los locales y no tanto con la seguridad de los 
envases, por ejemplo. La normativa recogió lo que podía recoger y se basó en lo que podía basarse en esa 
reglamentación departamental, pero en los temas no previstos no podíamos inventar. Tuvimos que tomar 
normativa internacional. 


Lo que nosotros apreciamos es que, evidentemente, existe una distancia importante entre las normas de 
seguridad internacionales para manejo de un producto tan riesgoso como es el supergás y las condiciones de 
funcionamiento de la industria en nuestro país. 


El regulador no tenía muchas alternativas. Primero, tenía que dictar las normas; segundo, al dictar las normas 
¿qué podía hacer? Tomar lo que ya estaba en lo que refiere a instalaciones a locales y complementarlo con 
normas internacionales, porque no podemos inventar normas de seguridad de supergás ya que se aplican en 
todo el mundo. No compete a la URSEA resolver la problemática que viene detrás de eso. 


Nosotros vimos las propuestas del Centro de Recargadores de Supergás y nos parecen muy atendibles, pero 
no son cosas que estén en nuestra órbita de decisión. Por ejemplo, ellos hablaban -lo leímos en la versión 
taquigráfica- de utilizar el fondo de mantenimiento y reposición de envases para renovar el parque de 
microgarrafas, para mejorar la seguridad, pero eso es un fondo que no maneja la URSEA. Impulsar la 
intercambiabilidad de microgarrafas, no es algo que nosotros podamos imponer, como tampoco lo es 
mantener la coexistencia y el sistema de recarga por gravedad e intercambiabilidad mientras se renueva el 
parque de microgarrafas; es muy difícil que el regulador pueda tomar decisión al respecto, porque es adoptar 
normas no seguras. Me gustaría que el ingeniero Botto explicara cuáles son los problemas de seguridad que 
tiene. 


SEÑOR BOTTO.- El sistema de recarga por gravedad consiste en que las microgarrafas se llenan 
invirtiendo tanques de cuarenta y cinco kilos con una válvula de alivio conectada a la cámara de gases, 
que están diseñados para trabajar en posición vertical. Al invertir la garrafa el líquido queda en 


contacto con esa válvula; ese es uno de los principales problemas de seguridad. La ruptura de un tubo 
ocasiona que las válvulas no funcionen, que no haya alivio del tanque, y en caso de prenderse fuego 
puede producir explosiones. Esa es la razón por la cual el reglamento prohibe el llenado en esa forma y 
una serie de prácticas que existen como, por ejemplo, calentar los tubos de cuarenta y cinco kilos 
mediante agua caliente para poderles extraer más cantidad de supergás, o bien inyectarles aire 
comprimido, que es todavía más peligroso. Sin embargo, nos llegan anécdotas de distintas partes del 
país donde se utiliza el compresor de aire. Este reglamento apunta a la seguridad en la recarga de 
garrafas. 


Uno de los requisitos que tiene este reglamento, a los efectos de mejorar esas condiciones de seguridad, es 
exigir que todas las personas que trabajen con GLP estén sometidas a cursos de conocimiento sobre estos 
temas, sobre cómo se debe operar, dictados por ingenieros especialistas con posgrado en gas y G3. 


SEÑOR CUSANO.- ¿Cómo ve la URSEA la integración de la Comisión propuesta por el Centro de 
Recargadores de Supergás? 


SEÑORA VÁZQUEZ.- El cometido principal del regulador es defender los derechos de los 
consumidores. Entonces, yo les pido que ustedes mismos analicen el tema de integrar una comisión - 
que eventualmente podría llegar a modificar la reglamentación-, con los interesados en que no se 
modifique. Por eso, en general, es que se usa el procedimiento de la consulta pública, que es bien 
abierto y donde tienen participación los consumidores, la Intendencia y todos los que tienen intereses. 
La consulta pública es un procedimiento fantástico en el sentido de que permite que se transparenten 
todos los intereses. Desde el punto de vista regulatorio, no es aceptado que nosotros trabajemos con 
una parte de los intereses, porque el regulador no puede inclinarse a intereses. En el mercado de GLP 
hay muchos intereses encontrados. Una cosa es lo que quieren los recargadores, otra los distribuidores, 
otra los envasadores y otra los dueños de las plantas. Con el agregado de que los consumidores son los 
que nunca tienen voz. 


No creo que sea una buena idea dictar el reglamento que va a regir el mercado de GLP integrando la 
comisión con una sola de las partes interesadas. Me parece que el procedimiento correcto es el que se hizo, 
en el cual ellos participaron; es una consulta donde se escucha a todos. 


SEÑOR CUSANO.- ¿Cómo se hace manifiesta la consulta pública? 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Como dice en el esquema que les hice llegar, se hicieron publicaciones en 
periódicos de circulación nacional, además de comunicaciones individualizadas. La prueba de que llegó 
a todos es que ellos mismos participaron. Una de las contribuciones fue hecha por el Centro de 
Recargadores de Supergás. 


SEÑOR CUSANO.- ¿Manejan alguna información o estadística en cuanto al tipo de accidentabilidad 
que haya ocurrido en los lugares de recarga o con los consumidores finales, debido al no recambio en 
tiempo y forma de las microgarrafas? 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Contamos con información de bomberos, pero no tenemos cifras seguras sobre 
las cuales trabajar. 


SEÑOR LABORDE.- Con respecto a la consulta pública debemos tener presente que el procedimiento 
establece la obligación del ente regulador de dar respuesta a cada una de las contribuciones de los 
aportantes. Eso se realizó. Respondimos y muchas de esas contribuciones hicieron que el proyecto 
puesto a consulta pública sufriera algunas modificaciones. Es decir que no se trató solo del 
cumplimiento de un ritual sino que se hizo el esfuerzo de leer las respuestas, de analizarlas y si no se 
estaba de acuerdo, fundamentar por qué. En la doctrina administrativista esto se llama administración 
participada y está en contraposición a la clásica administración napoleónica que resuelve sin consultar 
a nadie. 


Entonces, dimos respuesta a cada una de las contribuciones. Si analizamos los dos reglamentos, percibiremos 
que muchas de las respuestas dicen que la observación es correcta y que se hará una modificación. Es decir 
que en los proyectos hubo modificaciones motivadas por esas contribuciones. 


SEÑOR CUSANO.- Tengo entendido que hubo una comunicación a la Intendencia Municipal de 
Montevideo y al Congreso de Intendentes. ¿Hubo alguna respuesta o inquietud al respecto por parte 
del Congreso de Intendentes? 


SEÑOR LABORDE.- Se envió una carta particular al Congreso de Intendentes y a nivel municipal 
solo recibimos una nota de la Intendencia Municipal de Montevideo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En primer lugar, pido disculpas a nuestros invitados y a los 
integrantes de la Comisión porque dentro de unos minutos voy a retirarme, ya que soy delegado de 
sector en otra Comisión que está tratando un proyecto de ley muy importante. 


En segundo término, voy a hacer algunas consultas con respecto al Decreto N* 556/03, que no ha sido 
reglamentado. Me gustaría saber cómo piensan proceder, es decir, si se va a mantener la misma línea de 
trabajo o si va a haber cambios. En este caso también hubo un proceso de consultas bastante importante en el 
que se involucró a los estacioneros, a la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay, a la Asociación de 
Agentes de ANCAP. Después de un largo proceso de diálogo se llegó a algo que, según me manifiesta el 
gremio relativo a las estaciones de servicio, sería la normativa apropiada. 


Entonces, quisiera saber si es posición del Poder Ejecutivo y de la URSEA mantener la misma línea de 
trabajo o si va a haber algunos cambios. Tal vez este tema ha sido conversado o se han intercambiado ideas 
con el actual Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- En este caso se trata de redactar el marco regulatorio para los combustibles 
líquidos. Allí claramente hay un rol de fijación de las políticas, es decir, qué políticas va a tener el 
Poder Ejecutivo en materia de combustibles líquidos. 


En el Decreto N* 556/03 -a que hacía referencia el señor Diputado Iturralde- el Poder Ejecutivo fijó ciertos 
criterios políticos a fin de que la URSEA redactara el marco regulatorio para los combustibles líquidos. 


Este Decreto fue recurrido por dos sellos: Shell y Esso. Cuando el recurso llegó al Poder Ejecutivo, este pidió 
a la URSEA que dictaminara sobre las objeciones formuladas por estos recurrentes. En ese momento, la 
URSEA compartió algunas de las objeciones formuladas. Actualmente, el tema está en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


La URSEA ya había planteado a las autoridades anteriores que se encontraba en una situación bastante 
complicada porque estaba frente a una antinomia, es decir, a un conflicto normativo ya que había un decreto 
objetado por no cumplir la ley, cosa que en algunos aspectos la URSEA reconoció. Entonces, ¿qué hacía en 
esa situación? ¿Dictaba el marco regulatorio conforme al decreto y separado de la ley o lo dictaba conforme a 
la ley y separado del decreto? Esa preocupación determinó que no se completara el dictado del marco 
regulatorio. Se avanzó en estudiar marcos normativos comparados y se hizo un trabajo interno, pero no se 
llegó ni siquiera a poner en consulta pública un proyecto. 


Se ha vuelto a conversar sobre esto con las nuevas autoridades, quienes están examinando la cuestión para 
ver si las líneas de política sobre las que la URSEA debe dictar la reglamentación son las mismas o son 
distintas y, de serlo, en qué grado. 


O sea que hay un trabajo interno de la URSEA de análisis de marcos normativos comparados y del marco 
regulatorio de combustibles, pero hay una definición política pendiente. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- La respuesta clarifica un poco el panorama, aunque me deja algunas 
dudas. 


No quiero entrar en una discusión jurídica, pero tal vez el camino era poner en práctica el Decreto y dejar 
que, eventualmente, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo se expresara al respecto. 


Tengo la sensación de que una definición en este sentido no puede demorar demasiado ya que hay muchos 
temas en juego, es un asunto muy sensible y existe gran cantidad de intereses de multinacionales y de 
pequeños empresarios que ocupan una importante mano de obra. Entonces, deben existir reglas claras sobre 
cómo se va a desarrollar el negocio. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- En esto hay un tema técnico. En este momento puedo citar dos posiciones 
doctrinarias, una del doctor Durán Martínez y otra del doctor Daniel Hugo Martins, sobre cómo se 
resuelve una antinomia entre ley y reglamento y qué debe hacer el funcionario, es decir, aplicar el 
reglamento o aplicar la ley cuando este no se ajuste a la ley. Los dos doctores dicen cosas distintas. El 
doctor Martins dice que el funcionario, como está sujeto al deber de obediencia, debe aplicar el 
reglamento que dictó su jerarca. En este caso, la URSEA, que está en el ámbito del Poder Ejecutivo, 
debería dictar el reglamento conforme a este Decreto. En cambio, el doctor Durán Martínez dice que la 
Administración deberá actuar conforme a Derecho. Entonces, quien toma una decisión, quien adopta 
un acto administrativo debe hacerlo conforme a Derecho. Entonces, el reglamento debe hacerse 
conforme a la ley y no al Decreto. 


A este tema -sobre el cual se hizo una discusión doctrinaria muy interesante- se enfrentó la URSEA debiendo 
decidir si dicta el reglamento conforme al Decreto o conforme a la ley. 


Voy a mencionarles las principales objeciones que se plantearon en los recursos administrativos. Por ejemplo, 
se sostuvo que este Decreto restringe la autonomía de la voluntad al fijar términos esenciales de los contratos; 
que instaura un trato desigual a los agentes; que la estructura de los distribuidores es desigual por lo que no 
corresponde aplicar el principio de isonomía que consagra; que la fijación de márgenes mínimos solo 
contribuye a las ineficiencias; que la prohibición de desarrollar la distribución y expendio de manera 
verticalmente integrada olvida que en la industria hay integración vertical, por ejemplo, entre abastecedor y 
distribuidor; que la limitación a la instalación de nuevas bocas de expendio genera privilegios y distorsiona la 
competencia, etcétera. 


Todas estas objeciones son en el sentido de que este Decreto no recoge los principios rectores de la actividad 
regulada. Por eso se decidió no necesariamente esperar la sentencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo sino que haya un lineamiento más claro posterior al Decreto objetado, estableciendo 
claramente el sentido en el que debe trabajarse. 


Pienso que la premura en resolver este tema la tienen clara todos los actores. Se está trabajando para trasmitir 
a la URSEA a la brevedad una línea de trabajo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero aclarar que seguramente en este tema no sea del todo objetivo 
porque durante años -hace ya bastante tiempo- trabajé con las estaciones de servicio, estoy involucrado 
con una de las partes y me unen lazos de amistad con personas relacionados con el asunto. 


Tengo la sensación de que este no es un tema que pueda mantenerse mucho tiempo sin resolver. Además, 
causa extrañeza que multinacionales que desde la década del treinta hasta la fecha han hecho lo que han 
querido en un mercado como el nuestro, hoy recuerden la falta de autonomía y la voluntad. Estas empresas 
han impuesto condiciones de todo tipo y color y, en un mercado chico como el nuestro, han tenido una 
cantidad de privilegios que fueron sostenidos durante muchos años. Entonces, hoy no nos parecen correctas 
las manifestaciones que están haciendo, sobre todo, teniendo en cuenta el proceso de desregulación más o 
menos salvaje que ha habido en otros países y las consecuencias finales que ha tenido en los costos de los 
combustibles. 


Agradezco la información brindada y dejo sentado que quizás falte objetividad en el análisis. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Me parece legítima la apreciación del señor Diputado Iturralde. Lo que yo 
explicaba no era un punto de vista de la URSEA sobre el tema sino la peculiaridad de que el 
organismo, por ley, debe dictar el marco regulatorio de acuerdo con la política actual. Habiendo 


cambiado las autoridades, es natural que el marco regulatorio se dicte conforme a la política que las 
nuevas autoridades trasmitan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a analizar otro de los temas previstos en la agenda. 


Me gustaría saber cuál es la actual participación de la URSEA en la implementación que hizo el Poder 
Ejecutivo a raíz del plebiscito que derogó las concesiones en materia de servicios de agua y saneamiento. Sé 
que estamos en un período de transición y que hay algunas interpretaciones por parte del Poder Ejecutivo, 
que fueron muy discutidas en este Parlamento y que, inclusive, provocaron una interpelación al señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto Arana. 


Concretamente, quisiera saber cómo está trabajando la URSEA en ese tema, si está involucrada y en qué 
aspectos. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- El Decreto del Poder Ejecutivo asigna al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente coordinar con OSE y con la URSEA la transición en este 
tema. La URSEA está trabajando conforme a esa disposición. La URSEA se abstuvo de tomar posición 
en el tema, porque no le corresponde; se abstuvo antes y se abstiene hoy. La competencia de la URSEA 
es aplicar los marcos regulatorios. Si el Poder Ejecutivo dicta un Decreto y le asigna una competencia, 
la ejecuta. Ni durante la discusión previa ni ahora la URSEA se pronuncia sobre cuál debe ser la 
interpretación a dar al texto constitucional, porque no le corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es entendible, pero la URSEA está trabajando en coordinación con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en la transición en base a la 
interpretación que el Poder Ejecutivo dio a la nueva realidad producto del referéndum. Entonces, 
queremos saber qué está haciendo la URSEA hoy en la coordinación con esa Cartera, en la transición e 
implementación del Decreto que instrumenta las condiciones vigentes actuales en materia de agua y 
saneamiento. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- La URSEA remitió al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente la información requerida. Por ejemplo, se había solicitado información sobre los 
prestadores no concesionarios que prestan servicio de agua potable y saneamiento, ya que la URSEA 
había constituido un registro de prestadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué se refiere cuando habla de prestadores? 


SEÑORA VÁZQUEZ.- En lo que tiene que ver con el suministro de agua potable y saneamiento están 
la OSE, dos concesionarios -una de los cuales cayó- y catorce o quince prestadores, sobre todo, en la 
Ciudad de la Costa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supuestamente estos cayeron cuando se aplicó la interpretación del 
referéndum. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Exacto. La información sobre estas prestaciones las tenía la URSEA porque 
había hecho una convocatoria para que se inscribieran y había constituido un registro. Hemos 
proporcionado la información que el Ministerio nos ha requerido. Inclusive, hemos participado en el 
análisis del proyecto de ley que se estaba por remitir al Parlamento en relación con la transición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ustedes no participaron en la interpretación que dio el Poder 
Ejecutivo sobre el resultado del referéndum. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- No, no participamos para nada. 


En este tema me gustaría dar la palabra a la ingeniera Yáñez, quien es la especialista en agua de la Comisión 
Directiva. 


SEÑORA YÁÑEZ.- Me gustaría agregar que catorce son los prestadores que se presentaron a la 
URSEA, pero personalmente y en la Comisión sabemos que hay más prestadores de hecho que no se 
registraron. Inclusive, hay prestadores -precisamente, ayer lo analizábamos- dentro del área municipal 
de Maldonado. En este sentido, hemos recibido denuncias por contaminación en pequeños centros 
poblados como Cerros Azules o Puentes del Solís y vamos a ir a hacer extracción de muestras y 
análisis. Esos prestadores no pasaron por nuestros registros. Entonces, lo primero que hay que pensar 
es que hay más de catorce. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Están vigentes? 


SEÑOR YÁÑEZ.- Están vigentes porque están dando agua a los usuarios. Inclusive, en Maldonado, en 
Cerros Azules, brindan agua hasta con colifecales. SEÑOR CUSANO.- Quiero hacer una consulta. 
Todos sabemos que en los barrios y en las villas existen las famosas comisiones de agua o vecinales, que 
son las que instrumentan, cobran, ponen la cuota para pagar la luz y hacen las conexiones. ¿Cómo 
toma la URSEA la existencia de todas esas comisiones diseminadas en Uruguay, dado que también son 
prestadoras del servicio de agua? 


SEÑORA YÁÑEZ.- La URSEA tiene un convenio con la Facultad de Química -ya va en la tercera 
fase-, a través del cual se hace un control de todos los prestadores: OSE, concesionados o prestadores 
de hecho, en todo el país. Lo que hace la URSEA es ir y extraer muestras, analizarlas y comunicar a los 
prestadores los resultados. En algún caso hemos tenido algún compuesto como el selenio y tuvimos que 
comunicarlo a Salud Pública. 


Todos esos prestadores de hecho son personas individuales que atienden cien, doscientas o trescientas 
conexiones, pero hasta la fecha no conozco quién los ha controlado, a no ser nosotros, gracias a este convenio 
con la Facultad de Química. 


SEÑOR CUSANO.- La situación se ha agravado y explicaré por qué. OSE antes hacía los análisis 
gratuitamente, pero no los hace más. Hoy esos análisis deben pagarse y muchos de quienes realizaban 
bimestral o trimestralmente los análisis pasaron a hacerlos una vez al año. En consecuencia, no hay un 
control como el que existía cuando OSE hacía los servicios gratuitos. No sé cómo, de qué manera se 
podrá instrumentar para que la OSE siga brindando gratuitamente a esas comisiones vecinales los 
servicios de control de las aguas que se destinan a la población. 


SEÑORA YÁÑEZ..- Ese es un tema de OSE. La URSEA sobre eso no tiene ninguna intervención. 


SEÑOR MUJICA.- Estos prestadores que usted mencionaba que no están registrados, ¿son empresas 
constituidas? ¿En qué rubro? 


SEÑORA YÁÑEZ.- Cuando recorrimos los catorce casos registrados nos encontramos con 
cooperativas, pequeñas empresitas -como en el balneario San Luis y en Araminda- y "Sol y Agua", que 
es un ejemplo de servicio prestado por la comisión de fomento. Quiere decir que no hay un patrón, hay 
de todo. No mencioné a "Aguas del Pinar" que excede las cinco mil conexiones, lo que supera a "Aguas 
de la Costa" que es una empresa concesionada. 


SEÑOR MUJICA.- La pregunta está referida a quienes no se presentaron a registrarse que, según 
usted me decía, son pequeñas empresas, en pequeños poblados. ¿Son entonces empresas que trabajan 
en negro? ¿Están registradas de alguna forma? 


SEÑORA YÁÑEZ.- Nosotros nos enteramos, como ocurrió ayer, porque la Junta Departamental de 
Maldonado nos adjunta los resultados de los análisis y, como dieron "no aceptable", nos piden nuestra 
intervención. Ahí luce el detalle: Las Flores, Cerros Azules, Puentes del Solís. Por la forma en que se 
expresa la nota, son asistidos por la Intendencia Municipal de Maldonado -diría yo-, porque se 
nombran los técnicos que han ido a desinfectar los pozos y limpiar los tanques, pero la realidad del 
servicio no la conocemos. 


SEÑOR LONGO.- Por lo que estoy escuchando, estos servicios se prestan principalmente en los 
departamentos de Canelones y de Maldonado. Quiero saber si conocen o hay registros de otros lugares 
del país en los que pueda haber esta clase de pequeños prestadores. 


Normalmente, en el interior las Intendencias juegan un rol muy importante en cuanto al control de estas 
, y 

prestaciones. Algunas tienen departamentos bromatológicos con químicos, etcétera y en forma gratuita 
prestan el servicio de análisis de las aguas y pozos. 


SEÑORA YÁÑEZ..- En nuestros registros no existen. 


Yo recuerdo, de la época en que estuve en OSE, que el barrio "Uruguay" de Salto -por nombrar alguno- hace 
diez años era atendido por la Intendencia Municipal, en impecables condiciones. Pero no tenemos nada más 
que lo registrado, y eso sí corresponde a Ciudad de la Costa y Maldonado. 


SEÑOR LABORDE.- Sería interesante ver el proceso que se dio. Nosotros hace un par de años, 
concretamente en el año 2003, empezamos a percatarnos de que, además de los prestadores 
jurídicamente habilitados, aparecían otros. Se hicieron las averiguaciones del caso con OSE y solo se 
nos dio respuesta ante los casos más manifiestos, por ejemplo, '"Aguas del Pinar". Entonces, se 
instrumentó ese mecanismo del registro para ir logrando tomar conocimiento de cuál era la realidad. 
En nuestra experiencia fue todo una sorpresa porque no fueron dos, tres o cuatro, sino doce las 
empresas inscritas, bajo las formas jurídicas más variadas. En general prevalecían las asociaciones 
civiles o cooperativas, pero también había sociedades anónimas y alguna empresa unipersonal. 
Avanzamos en la toma de conocimiento, pero admitimos que tenemos dificultades para conocer 
cabalmente todas las situaciones. De todos modos, creo que el avance fue muy importante porque se 
transparentó la situación y se logró una información de la que antes no se disponía. Obtenida la 
información en el registro, cuando se hizo el convenio con Facultad de Química se implementó también 
para estos prestadores. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Cusano) 


SEÑOR CLAVIJO.- Esta situación se repite a lo largo y ancho del país y se ve la presencia de 
prestadores bajo las más diversas formas. Algunos pueblos en Tacuarembó tienen agua gracias a un 
vecino que tuvo la iniciativa de poner una bomba, hacer una cañería y prestar el servicio, a lo 
cimarrón, como otros lo hacen en forma cooperativa. 


Quizá ustedes tengan información en cuanto al tema de MEVIR, cuyo suministro de agua por lo general se 
realiza a través de bombas. Estoy haciendo memoria, pero no he visto carteles de OSE en los surtidores. ¿En 
qué situación se encuentran? 


SEÑORA YÁÑEZ.- Al día de hoy no le puedo contestar, pero siempre hubo una gran unión entre 
MEVIR y OSE y, a medida que se iniciaban los trámites de construcción, se hacían las gestiones 
pertinentes ante OSE. Hasta hace unos años eso funcionaba impecablemente. Claro que hay algunos 
núcleos de MEVIR que están muy alejados de las redes. En ese caso tienen su pozo y hasta su planta de 
saneamiento, con grandes dificultades de operación. 


SEÑOR LONGO.- Me consta lo que dice, porque pude comprobarlo en mi actividad profesional. Hay 
un vínculo muy cercano entre OSE y MEVIR y así se ha trabajado en el departamento de Flores. 
Previamente a la habilitación de las viviendas se hacen convenios con vecinos para hacer pozos que 
realiza OSE luego de expropiar el predio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a la política sobre combustibles, ¿existe alguna política por 
ejemplo en materia de biodisel? 


SEÑORA VÁZQUEZ.- La pregunta hace referencia a las energías no convencionales. Este tema lo 
conversamos con el nuevo Ministro, quien nos dijo que esa Cartera se encuentra abocada al análisis de 
opciones de compra de energía eléctrica, a partir de fuentes eólicas, biomasa e hidroeléctrica de 


pequeño porte, en contratos de largo plazo entre UTE y cada generador. A su vez, dentro de la 
reglamentación del mercado eléctrico, el artículo 298 del reglamento mayorista prevé, en el caso de 
compra de energía de fuentes no convencionales -el reglamento le llama "energías renovables no 
convencionales"-, qué procedimientos se deben cumplir para que luego los precios de esa energía pasen 
a tarifas. Establece que debe realizarse por licitación pública internacional. Como esto está en un 
decreto, también puede pasar que el Poder Ejecutivo le dé un régimen propio, quizá distinto de lo que 
está previsto en este decreto. 


Hoy las nuevas autoridades del Ministerio lo están estudiando y no sabemos si, en caso de que eso se 
promueva, en definitiva, se va a encuadrar dentro del régimen del artículo 298 ya mencionado, con licitación 
pública internacional, o va a tener un régimen específico, distinto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos sus aportes y tengan la seguridad de que habremos de 
invitarles alguna otra vez, cuando tengamos otra inquietud. 


(Se retira de Sala la delegación de la URSEA) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


